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INFORME SECRETARIAL. Bogotá D.C., siete (7) de noviembre de dos mil 

veintitrés (2023). Al Despacho de la señora Juez, informando que se recibió 

del Centro de Servicios Administrativos - Oficina de Reparto, el recurso 

de apelación del proceso ordinario laboral de única instancia instaurado por 

Olga Lucía Romero contra Omar Jiménez Muñoz, el cual fue radicado con 

el 110013105-013-2023-00319-00. Sírvase proveer. 

 

 

 

FABIO EMEL LOZANO BLANCO 

Secretario 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TRECE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá D.C., siete (7) de noviembre de dos mil veintitrés (2023). 

 

Visto el informe secretarial que antecede, evidencia el Despacho que en 

audiencia del 18 de agosto de 2023, el Juez 5° Municipal de Pequeñas Causas 

Laborales de Bogotá D.C. condenó a la demandada al pago de prestaciones 

sociales y a las indemnizaciones de que tratan el artículo 65 del C.S.T. y el 

artículo 99 de la Ley 50 de 1990, condenas que ascendieron a un total de 

$46.833.859, más las costas del proceso. 

 

Por tanto, en única instancia se concedió el recurso de apelación, exaltando 

que las condenas habían superado los veinte salarios mínimos legales 

mensuales vigentes. En este punto, vale cuestionarse frente a la procedencia 

del recurso de apelación en el proceso ordinario laboral de única instancia. 

 

Sea lo primero memorar que la Ley 1395 de 2010 reformó el Código Procesal 

del Trabajo y de la Seguridad Social en su artículo 12, para introducir una 

modificación en lo que atañe a la competencia en razón de la cuantía, como 

elemento integrante del factor objetivo. Así, dicha norma previó que los jueces 

municipales de pequeñas causas laborales conocerían en única instancia de los 

negocios cuya cuantía no excediera de veinte salarios mínimos legales 

mensuales vigentes. 

 

Dicho esto, cobra especial importancia hacer referencia al rol que desempeña 

la limitante pecuniaria antes descrita. Ello, por cuanto ese rubro no 

constituye un tope máximo al momento de ejercer la función 
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jurisdiccional, es decir, mal podría entenderse que los jueces municipales de 

pequeñas causas laborales pueden proferir condenas hasta por veinte salarios 

mínimos legales mensuales vigentes. Tampoco podría razonarse que ese 

monto es la puerta de acceso a otras instancias o medios de impugnación, 

como sucede con el recurso extraordinario de casación. 

 

Entonces, ¿cuál es el papel desempeñado por el margen de los veinte salarios 

mínimos legales mensuales vigentes? La respuesta se encuentra en el mismo 

artículo 12 del C.P.T y S.S., pues el rol que ejerce es el de un factor de 

competencia. 

 

La competencia es aquella porción que se otorga los funcionarios judiciales 

para conocer sobre determinado asunto, partiendo de la potestad de todos los 

jueces de administrar justicia (jurisdicción). Es de esta forma como la 

competencia cuenta con varios parámetros para su determinación, dentro del 

cual se rescata el factor objeto. 

 

El factor de competencia objetivo a su vez se subdivide en dos pautas para la 

asignación de determinada demanda a un juez. Una de ellas es la materia, la 

cual guarda estrecha relación con el objeto de la demanda y aquello que es 

pretendido en ésta. La otra, y que atañe a lo que aquí se estudia, es la cuantía, 

considerada como el valor económico del pleito al momento de la interposición 

del escrito introductorio. 

 

De lo antes expuesto es preciso exaltar que las pretensiones que se reclaman 

deben ser cuantificadas hasta la fecha de presentación de la demanda, 

conforme a las previsiones del artículo 26 del C.G.P., aplicable por remisión del 

artículo 145 del C.P.T. y S.S. 

 

Una vez presentada la demanda, le corresponde al juez hacer un examen 

respecto del cumplimiento de los requisitos formales de ella, dentro de los 

cuales no solo se encuentran las exigencias del artículo 25 del C.P.T. y S.S., 

sino también las relativas a la competencia. Luego, es en este momento 

procesal donde se adoptará el esquema procedimental a seguir, con la 

aplicación de las etapas comprendidas en cada modelo. 

 

Sin perjuicio de lo manifestado, existirá la posibilidad de que se reconduzca la 

dirección del proceso al juez competente en razón de la cuantía; sin embargo, 

la oportunidad para hacerlo será en la calificación del escrito de la demanda o, 

a más tardar, en el momento en que se decida la prosperidad de la excepción 

previa de falta de competencia (artículo 100 del C.G.P.). 

 

Esto significa que, si la falta de competencia en razón de la cuantía no es 

alegada en tiempo (de oficio o a petición de parte), las actuaciones llevadas a 

cabo y las que se surtirán quedarán saneadas, como quiera que la competencia 

se ha prorrogado en los términos del artículo 16 del C.G.P.: 
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“ARTÍCULO 16. PRORROGABILIDAD E IMPRORROGABILIDAD DE LA 

JURISDICCIÓN Y LA COMPETENCIA. La jurisdicción y la competencia 

por los factores subjetivo y funcional son improrrogables. Cuando se 

declare, de oficio o a petición de parte, la falta de jurisdicción o la falta 

de competencia por los factores subjetivo o funcional, lo actuado 

conservará validez, salvo la sentencia que se hubiere proferido que será 

nula, y el proceso se enviará de inmediato al juez competente. Lo 

actuado con posterioridad a la declaratoria de falta de jurisdicción o de 

competencia será nulo. 

 

La falta de competencia por factores distintos del subjetivo o 

funcional es prorrogable cuando no se reclame en tiempo, y el 

juez seguirá conociendo del proceso. Cuando se alegue 

oportunamente lo actuado conservará validez y el proceso se 

remitirá al juez competente” (negrillas fuera de texto). 

 

Tal interpretación ha sido igualmente prohijada por la Sala Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia en auto AL-3288 de 2020, en el cual incluso se memoraron 

otras providencias de la misma Corporación y de la Corte Constitucional, como 

pasa a verse: 

 

También tiene por establecido la Sala que si bien en el art. 133 del 

Código General del Proceso se encuentran enlistadas las causales de 

nulidad y el parágrafo del art. 136 del estatuto procesal señala las que 

son insaneables, entre las que no se encuentra en forma expresa la del 

numeral 1.° de la primera de las normas en cita, lo que ocurre en verdad 

es que dicha calidad se encuentra atribuida en otra disposición, esto es 

el art. 16 del CGP, como se explicó en el auto CSJ AL2659-2018: 

 

En el presente caso, la parte recurrente alega que la falta de 

competencia es una nulidad saneable, por cuanto el parágrafo del 

artículo 136 del Código General del Proceso establece que son solo 3 los 

vicios insaneables, esto es, proceder contra providencia ejecutoriada del 

superior, revivir un proceso legalmente concluido o pretermitir 

íntegramente la respectiva instancia, máxime cuando a su juicio, la parte 

debió alegarla desde que fue concedido el recurso de casación y no lo 

hizo. 

 

Frente a ese punto, debe esta Sala precisar que si bien en el artículo 

140 del Código de Procedimiento Civil se establecía como causal de 

nulidad «cuando el juez carece de competencia» y de manera expresa 

el precepto 144 de la misma norma indicaba que «no podrán sanearse 

las nulidades de que tratan las nulidad 3 y 4 (…) ni la proveniente de 

falta de jurisdicción o competencia funcional», situación que en el 

Código General del Proceso no fue contemplada en el capítulo de 

nulidades procesales, lo cierto es que en este último estatuto adjetivo, 
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en su precepto 16, se establece que «la jurisdicción y la competencia 

por los factores subjetivo y funcional son improrrogables», regla 

aplicable a los juicios laborales por remisión del artículo 145 del Código 

Procesal del Trabajo y la Seguridad Social. 

 

Al respecto la Corte Constitucional, al abordar el estudio de 

constitucionalidad del artículo 16 del Código General del Proceso, en la 

sentencia C-537/16, señaló: 

 

En desarrollo de esta competencia, mediante la Ley 1564 de 2012, 

Código General del Proceso, el legislador estableció el régimen de las 

nulidades procesales en los procesos que se rigen por este Código y 

dispuso que la falta de jurisdicción y la incompetencia por los factores 

subjetivo y funcional son improrrogables (artículo 16), es decir, que la 

nulidad que su desconocimiento genera es insaneable. Implícitamente 

dispuso, por consiguiente, que la incompetencia por los otros factores 

de atribución de la competencia, como el objetivo, el territorial y el de 

conexidad, sí es prorrogable y el vicio es entonces saneable, si no es 

oportunamente alegado. En los términos utilizados por el legislador, la 

prorrogabilidad de la competencia significa que, a pesar de no ser el 

juez competente, el vicio es considerado subsanable por el legislador y 

el juez podrá válidamente dictar sentencia, si la parte no alegó 

oportunamente el vicio. En este sentido, la determinación de las formas 

propias del juicio por parte del legislador consistió en establecer una 

primera diferencia: la asunción de competencia por un juez sin estar de 

acuerdo con lo dispuesto por los factores objetivo, territorial y por 

conexidad, le permite al juez prorrogar o extender no obstante su 

competencia y, por lo tanto, este hecho no genera nulidad de la 

sentencia dictada por el juez, si el vicio no fue alegado, mientras que, 

la asunción de competencia con desconocimiento de la competencia de 

la jurisdicción y de los factores subjetivo y funcional, sí genera 

necesariamente nulidad de la sentencia. También, en ejercicio de su 

competencia legislativa, el Congreso de la República dispuso que, salvo 

la sentencia, lo actuado por el juez incompetente, antes de la 

declaratoria de nulidad (artículo 133, n. 1), conserve validez, (artículos 

16 y 138). De manera concordante, estableció unas causales de nulidad 

del proceso, en cuya lista se encuentra la hipótesis de la actuación del 

juez, después de declarar la falta de jurisdicción o de competencia 

(artículo 133, n. 1). Se trató de determinar legislativamente las 

consecuencias que genera la nulidad y establecer, dentro del margen de 

configuración legislativa atribuido al Congreso de la República, que la 

nulidad declarada no tiene efectos retroactivos, sino solamente hacia el 

futuro, con la salvedad de que la conservación de la validez no cubrirá 

la sentencia misma. 
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Al tiempo, el legislador previó que la causal de nulidad no alegada por 

la parte en la etapa procesal en la que ocurrió el vicio, se entenderá 

saneada (artículo 132 y parágrafo del artículo 133), lo mismo que si la 

parte actúa después de su ocurrencia, sin proponer la nulidad 

correspondiente (artículo 135). También, estableció que las nulidades 

sólo pueden alegarse antes de proferirse la sentencia, salvo que el vicio 

se encuentre en la sentencia misma (artículo 134). Una interpretación 

sistemática del régimen de las nulidades en el CGP lleva fácilmente a 

concluir que la posibilidad de sanear nulidades por la no alegación o por 

la actuación de parte, sin alegarla, se refiere necesariamente a las 

nulidades saneables. A este respecto, el parágrafo del artículo 136 del 

CGP establece una lista de nulidades insaneables, la que no incluye la 

derivada de la falta de jurisdicción o de competencia del juez, por los 

factores subjetivo y funcional. También establece, en el artículo 133, 

que las demás irregularidades del proceso se tendrán por subsanadas si 

no se impugnan oportunamente y en la lista de las nulidades que no se 

entienden subsanadas, no se encuentra la de actuar en el proceso y 

dictar sentencia con falta de jurisdicción y de competencia por los 

factores subjetivo y funcional. La combinación de estas dos normas, a 

primera vista, podría dar lugar a concluir, de manera concordante con 

el demandante, que ésta es saneable. Sin embargo, como quedó 

establecido en el párrafo anterior, de acuerdo con el artículo 16 del CGP, 

esta nulidad debe ser declarada de oficio por el juez el que se percatará 

del vicio en cumplimiento de su deber de control permanente de 

legalidad del proceso (artículo 132) y la competencia es improrrogable, 

es decir, que el juez no podrá dictar válidamente sentencia, la que 

expresamente se dispone que será nula. En estos términos, habrá que 

concluirse, de manera concordante con varios de los intervinientes que, 

a pesar de que el CGP mantuvo un sistema taxativo de nulidades, la lista 

completa no se encuentra de manera exclusiva en el artículo 136 y la 

nulidad de la sentencia derivada de la incompetencia por los factores 

subjetivo y funcional, es insaneable”. 

 

Con todo, corresponde señalar que, una vez resueltas las excepciones previas 

y verificados los presupuestos de jurisdicción y competencia, no queda otro 

camino sino el de conducir el proceso por las etapas diseñadas por el legislador 

para cada esquema procedimental. 

 

Esto quiere decir que, para el caso que nos ocupa, no habiéndose alegado la 

falta de competencia por la cuantía en el momento procesal oportuno, 

correspondía al Juez 5° Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá 

D.C. conducir el proceso por la senda del proceso ordinario laboral de única 

instancia. 

 

Ahora, surge la incógnita frente a cuáles son las fases de ese modelo procesal. 

Para abordar este asunto hay que remitirnos a los artículos 70 a 73 del C.P.T. 
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y S.S. y así observar que la etapa introductoria es de índole dispositivo, a través 

de una demanda que se puede incoar de forma escrita o verbal. Acto seguido, 

procede la notificación al extremo pasivo de la litis para que comparezca a 

contestar la demanda en audiencia pública, donde, “clausurado el debate, el 

juez fallará en el acto, motivando su decisión, contra la cual no procede recurso 

alguno”. 

 

Hasta aquí es perfectamente posible concluir, sin mayores vacilaciones, que el 

proceso ordinario laboral de única instancia no admite apelación frente a la 

providencia que pone fin a la instancia, pues basta con la simple interpretación 

gramatical de la norma para deducirlo. 

 

A pesar de ello, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha llegado a 

otra determinación en las sentencias STL-5848 de 2019, STL-14003 de 2019 y 

STL-2288 de 2020. En la primera de estas providencias la Corte varió su criterio 

bajo las siguientes consideraciones: 

 

“Para el efecto y a fin de dirimir el asunto, se hace necesario primero 

rectificar el criterio de esta Sala de Casación Laboral, referente a los 

casos en los que el operador judicial habiendo impartido el trámite como 

un proceso ordinario laboral de única instancia, sorprende a la parte 

demandada con una condena que supera los 20 salarios mínimos, 

mensuales, legales y vigentes, lo anterior, dada la existencia de algunos 

pronunciamiento que no se encuentran acorde a los lineamientos de 

esta Corporación desde el 2 de agosto de 2011, radicado No. 33629, así 

como los posteriores precedentes judiciales CSJ STL3623-2013, CSJ 

STL7970-2015, CSJ STL2959-2015, CSJ STL3440-2018, STL11944-

2016, STL3440-2018, mismos en los que se ha advertido la necesidad 

de conceder el amparo frente a estos casos ante la vulneración de la 

doble instancia. 

 

(…) 

 

Esta distinción que nace de un límite económico por sus específicas 

características, no sólo determina la naturaleza del proceso en razón de 

su cuantía, si es de única o de primera instancia, sino que además 

atribuye la competencia al funcionario que debe conocerlo y fija el 

trámite procesal que debe aplicarse, que para los procesos de única se 

encuentra establecido en los artículos 12 y 70 a 73 del Código Procesal 

del Trabajo y de la Seguridad Social, los que gobiernan específicamente 

el trámite que debe observarse y adelantarse para afectos de admitirlo, 

tramitarlo y decidirlo. 

 

Así las cosas, el anterior referente normativo impone a los Jueces, un 

riguroso control que le permita establecer con absoluta certeza el 

cumplimiento de aquellos presupuestos que le otorgan la competencia 
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para conocer de un determinado proceso, y para ello, deben cuantificar 

el valor de las pretensiones al momento de la presentación de la 

demanda, por lo que si el funcionario encuentra alterada la cuantía que 

se fija en el artículo 12 del Estatuto Procesal del Trabajo, es su deber 

declarar la falta de competencia para adelantar la litis y disponer la 

remisión inmediata del expediente al Juez correspondiente ya sea de 

forma oficiosa o por vía de excepción”. 

 

En este escenario las sentencias STL-5848 de 2019 y STL-14003 de 2019 

fundaron su decisión en la existencia de una cuantía superior a los veinte 

salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de presentarse la 

demanda; sin embargo, la sentencia STL-2288 de 2020 trastocó las posiciones 

antes sentadas, pues el fundamento del amparo fue que la condena resultó ser 

superior a veinte salarios mínimos legales mensuales vigentes y esta vez no 

ordenó conocer del proceso a los juzgados laboral del circuito en primera 

instancia, sino en segunda instancia dentro del proceso ordinario laboral de 

única instancia. 

 

Así, esta Juzgadora se aparta de la decisión de las dos primeras acciones, en 

tanto el factor allí comprometido era el objetivo (cuantía), mas no el funcional, 

debido a que el centro de la asignación de competencia no estaba dado por las 

funciones que debía ejercer el funcionario judicial, sino por el monto de las 

pretensiones. Y, como se dijo en precedencia, ese factor de competencia era 

prorrogable y no había razón para asignarse la competencia de estos negocios 

a los jueces laborales del circuito. Aun así, la hipotética vía para que los jueces 

laborales del circuito conocieran de esas diligencias era la de la nulidad, para 

que estos asumieran el estudio de los procesos en primera instancia. 

 

Con más razones se aparta esta Juzgadora de la tesis sostenida en la última 

de las sentencias citadas, por cuanto instituyó dos instancias en un proceso de 

única instancia, bajo el argumento que la condena había superado el monto 

fijado para la competencia en razón de la cuantía. 

 

Huelga decir que, conforme a las normas procesales aludidas, las sentencias 

en los procesos de única instancia no son apelables (artículo 72 del C.P.T. y 

S.S.) y debe de tenerse claro un principio hermenéutico abordado en 

sentencias como la C-087 de 2000 y la C-317 de 2012, por cuanto cuando la 

ley no distingue, no puede el intérprete hacerlo. Esto quiere decir que no es 

hermenéuticamente aceptable que el funcionario jurisdiccional haga una 

distinción a través de la cual cree dos tipos de procesos ordinarios laborales de 

única instancia o que se remita a otro modelo procesal, cuando, se repite, el 

legislador no distinguió en la aplicación del proceso ordinario laboral de única 

instancia según las resultas del mismo, es decir, el legislativo no creó un 

procedimiento de única instancia para condenas inferiores a veinte salarios 

mínimos legales mensuales vigentes y otro para los de condenas superiores a 

ese monto. 
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A partir de lo narrado, es claro que la protección al debido proceso pende de 

la aplicación de las formas propias de cada juicio, como fuente también del 

principio de legalidad que debe irradiar los instrumentos procesales; principio 

que igualmente implica, en el caso que se analiza, que en efecto los procesos 

de única instancia sólo tengan una etapa de éstas. 

 

Y es que el principio de la doble instancia, como todo valor constitucional, no 

es absoluto ni ilimitado, como se indicó en la sentencia C-040 de 2002, pues el 

legislador cuenta con amplia facultad de regular los procedimientos, siempre y 

cuando se garantice el derecho de defensa al interior de los mismos 

(contestación de la demanda), como se expuso en esa providencia: 

 

“De otro lado, la Constitución y los tratados de derechos humanos 

garantizan a toda persona el derecho al debido proceso, que tiene como 

componente esencial el derecho de defensa. Ahora bien, como ya se 

vio, la posibilidad de apelar tiene vínculos estrechos con el derecho de 

defensa. Por consiguiente, aunque el Legislador puede establecer 

excepciones a la doble instancia y tiene una amplia libertad de 

configuración para establecer los distintos procesos y recursos, sin 

embargo es claro que debe garantizar en todos los casos el derecho de 

defensa y la plenitud de las formas de cada juicio. Por ende, al consagrar 

un proceso de única instancia, el Legislador debe establecer suficientes 

oportunidades de controversia, que aseguren un adecuado derecho de 

defensa, según la naturaleza del caso. Esto significa que un proceso 

de única instancia no viola el debido proceso, siempre y cuando, 

a pesar de la eliminación de la posibilidad de impugnar la 

sentencia adversa, las partes cuenten con una regulación que 

les asegure un adecuado y oportuno derecho de defensa. Así, en 

reciente oportunidad, esta Corte reiteró que “no es forzosa y obligatoria 

la garantía de la doble instancia en todos los asuntos que son materia 

de decisión judicial, puesto que la ley está habilitada para introducir 

excepciones, siempre y cuando se respeten las garantías del debido 

proceso, el derecho de defensa, la justicia, la equidad y no se niegue el 

acceso a la administración de justicia” (negrillas fuera de texto). 

 

Por otra parte, la interpretación que se plasmó en la sentencia STL-2288 de 

2020 menoscabó el principio de la perpetuatio jurisdictionis, toda vez que 

modificó la estructura procesal a partir de la sentencia, sin tener en cuenta que 

el curso del proceso estaba claramente determinado desde la presentación de 

la demanda, tal y como lo sostiene la doctrina: 

 

“Significa este principio que la situación de hecho existente en el 

momento de admitirse la demanda, la determinante de la competencia 

para todo el curso del proceso, sin que las modificaciones posteriores 

puedan afectarla. El artículo 21 del Código de Procedimiento Civil lo 

consagra. 
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(…) 

 

Veamos las ocurrencias que pueden presentarse en relación con el valor, 

el territorio o domicilio y calidad de las personas (factor subjetivo): 

 

a) Los objetos materia de la litis pueden sufrir alteraciones en su 

integridad y en su valor comercial: deterioro, aumentos por accesión, 

valorización por obras públicas o por depreciación de la moneda, 

desvalorización por motivos similares, etc. Nada de esto puede alterar 

la competencia del juez. Es el valor que tenía el objeto al tiempo 

de admitirse la demanda, el que regulará el proceso hasta su 

terminación; o cuando se inició el proceso penal” (negrillas fuera de 

texto) (Devis Echandía, 2019). 

 

Así, no es dable asumir que el valor de la sentencia es un factor de competencia 

para dar puerta abierta a una segunda instancia en un proceso de única 

instancia. Lo que se evidencia con tal hermenéutica es que la lejanía respecto 

de las raíces jurisdiccionales causó que se le diera la connotación de interés 

jurídico económico para recurrir a la cifra dispuesta en el artículo 12 del C.P.T. 

y S.S., cuando en verdad este monto obedece al factor objetivo de competencia 

en razón a la cuantía, el cual se determina al momento de presentarse la 

demanda. 

 

Para el caso bajo estudio, obsérvese en la página 13 del PDF denominado 

“01EscritoDemanda” que el total de las pretensiones no supera los 

$20.000.000, que era el límite para conocer en única instancia para el año 

2022, quedando suficientemente claro que el proceso a tramitar era un 

ordinario laboral de única instancia. 

 

Prosiguiendo con el asunto, se concluye que es desacertada la posición del 

Juez 5° Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá D.C. al considerar 

que una condena superior a los veinte salarios mínimos legales mensuales 

vigentes abre el camino a la apelación en un proceso de única instancia, ya 

que, más allá de ser una contradicción semántica, conculca el debido proceso, 

las formas propias de cada juicio, el principio de la perpetuatio jurisdictionis y 

le da una connotación de interés jurídico económico para recurrir a una 

herramienta que en verdad es un factor de competencia. Por tanto, se 

declarará mal concedido el recurso y se devolverá el expediente al a quo para 

lo de su competencia. 

 

Concluido lo anterior, se aclara que en el desarrollo de esta providencia se 

cumplieron los preceptos aludidos en las sentencias SL-698 de 2021 y C-514 

de 2019 para apartarse del precedente, toda vez que se reconoció la existencia 

de los pronunciamientos de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, se 
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expusieron las razones sólidas para el desacuerdo en el caso que se juzga y se 

desplegó una carga argumentativa suficiente para soportar la decisión. 

 

Finalmente, en mérito de lo expuesto, el Juzgado 13 Laboral del Circuito de 

Bogotá D.C., 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR mal concedido el recurso de apelación impetrado 

contra la sentencia del 13 de agosto de 2023, conforme a lo antes expuesto. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias al Juzgado 5° Municipal de Pequeñas 

Causas Laborales de Bogotá D.C. para lo de su competencia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

 

 

 

YUDY ALEXANDRA CHARRY SALAS 
ERBC 

JUZGADO TRECE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  

 

HOY___________________________ SE NOTIFICA EL AUTO  

ANTERIOR POR ANOTACIÓN EN ESTADO No. _____________ 
 

EL SECRETARIO, _____________________ 

 

8-11-2023
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., siete (07) de noviembre de dos mil 

veintitrés (2023), en la fecha pasa al Despacho de la señora Juez el proceso 

ordinario de Única Instancia de COLMÉDICA MEDICINA PREPAGADA S.A. 

contra EPS FAMISANAR SAS informando que correspondió por Reparto 

para surtir el grado Jurisdiccional de consulta de la Sentencia dictada por el 

Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá y fue 

radicado bajo el No. 11001-31-05-013-2023-00363-00. Sírvase proveer. 

FABIO EMEL LOZ NO BLANCO 

Secretario 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TRECE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., siete (7) de noviembre de dos mil veintitrés (2023). 

Visto el informe secretarial que antecede, procede el Juzgado a verificar si 

procede avocar conocimiento del presente proceso y resolver el grado 

jurisdiccional de consulta sobre la sentencia proferida por el Juzgado 10 

Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Bogotá. 

El Art. 69 del C.P.T. y de la S.S. dispone: 

“ ARTICULO 69. PROCEDENCIA DE LA CONSULTA. Además de estos 
recursos existirá un grado de jurisdicción denominado de “consulta”. 

Las sentencias de primera instancia, cuando fueren totalmente 
adversas a las pretensiones del trabajador, afiliado o beneficiario 

serán necesariamente consultadas con el respectivo Tribunal si no 
fueren apeladas. 

También serán consultadas las sentencias de primera instancia 
cuando fueren adversas a la Nación, al Departamento o al Municipio 
o a aquellas entidades descentralizadas en las que la Nación sea 
garante. En este último caso se informará al Ministerio del ramo 
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respectivo y al Ministerio de Hacienda y Crédito Público sobre la 
remisión del expediente al superior.” 

El proceso que conoció el Juzgado de Única Instancia, fue incoado por 

COLMÉDICA MEDICINA PREPAGADA S. A., en su condición de empleadora, 

solicitando el reembolso de las incapacidades canceladas a sus trabajadoras 

Luz Helena Latorre Chaparro y Diana Marcela Garzón Navarrete, es decir, no 

se dan las circunstancias previstas por la norma antes citada, pues el 

demandante no cumple con los requisitos de ser trabajador, afiliado o 

beneficiario, razón por la que no procede el gado jurisdiccional de Consulta, 

pues éste no está contemplado para cuando quien demanda es el empleador. 

Por lo antes expuesto, se dispone: 

RESUELVE: 

PRIMERO: NO ADMITIR el Grado Jurisdiccional de Consulta de la Sentencia 

emitida por el Juzgado Décimo Municipal de Pequeñas Causas Laborales de 

Bogotá, de fecha 7 de septiembre del 2023 dentro del proceso ordinario de 

Laboral de COLMÉDICA MEDICINA PREPAGADA S.A. contra EPS 

FAMISANAR SAS0, por las razones expuestas anteriormente. 

SEGUNDO: Por secretaría DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

La Juez, 

YUDY ALEXANDRA CHARRY SALAS 

Lcvg/ 

JUZGADO TRECE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

8 -11-2023 
HOY__________________________ SE NOTIFICA EL AUTO ANTERIOR 
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